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INSTRUCCIÓN 3/2026, DE LA SECRETARÍA GENERAL PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, POR LA QUE
SE DEJA SIN EFECTO LA INSTRUCCIÓN 5/2025,  SOBRE LA APLICACIÓN DE CRITERIOS RELATIVOS AL
ACCESO POR EL TURNO DE DISCAPACIDAD DERIVADO DE INCAPACIDAD PERMANENTE TOTAL.

La  Secretaría  General  para  la  Administración  Pública,  con  fecha  19  de  diciembre  de  2025,  dictó  la
Instrucción 5/2025, sobre la aplicación de criterios relativos al acceso por el turno de discapacidad derivado
de incapacidad permanente  total,  con la  finalidad de establecer criterios  homogéneos de actuación en
relación con la participación en los procesos selectivos de acceso al empleo público por el turno reservado a
personas con discapacidad de aquellas personas que tuvieran reconocida una situación de incapacidad
permanente total por el Instituto Nacional de la Seguridad Social.

La  citada  Instrucción  se  dictó  en  un  contexto  de  incertidumbre  interpretativa  derivado  de  las
modificaciones introducidas por la Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo, en el Texto Refundido de la Ley
General  de  derechos  de  las  personas  con  discapacidad  y  de  su  inclusión  social,  aprobado  por  el  Real
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, así como de las dudas suscitadas acerca del alcance que
dichas modificaciones pudieran tener respecto al acceso al empleo público.

En este escenario,  reciente jurisprudencia del  Tribunal Supremo ha reiterado que la equiparación entre
incapacidad  permanente  y  discapacidad  no  opera  con  carácter  general  ni  automático  para  todos  los
ámbitos del ordenamiento jurídico. En particular, la reciente Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo núm. 498/2026, de 26 de mayo, recaída en el recurso de casación para la unificación de la doctrina
núm. 5544/2024,  pone de relieve la  doctrina consolidada conforme a la cual  el  reconocimiento  de una
situación de incapacidad permanente no comporta, por sí solo, una equiparación general con un grado de
discapacidad  del  33  por  ciento  para  todos  los  efectos  previstos  en  el  ordenamiento  jurídico,  siendo
necesaria  una  previsión  legal  expresa  para  que  dicha  equiparación  despliegue  efectos  en  ámbitos
concretos. 

En este sentido, la citada sentencia recuerda que la modificación introducida por la Ley 3/2023, de 28 de
febrero,  en  el  artículo  4.2  del  texto  refundido  de  la  Ley  General  de  derechos  de  las  personas  con
discapacidad y de su inclusión social tuvo por objeto «limitar o acotar a qué efectos se puede entender que
cabe reconocer un grado de discapacidad del 33% a las personas que tengan reconocida una pensión de
incapacidad permanente» y señala igualmente que «Resulta con ello palmario que si el legislador quería
mantener  en sus términos  la  dicción literal  del  precepto  que equiparaba  al  33% de discapacidad a  los
pensionistas de incapacidad permanente total, absoluta y gran invalidez a los exclusivos efectos de esa ley,
no estaba en su espíritu la extensión de este beneficio a todos y cualquiera de los múltiples, variados y muy
heterogéneos efectos que despliega en distintas ramas de nuestro ordenamiento jurídico el reconocimiento
de un grado de discapacidad del 33%. Es más, y como ya hemos indicado, es con posterioridad, mediante la
Ley 3/2023, de 28 de febrero, que el legislador ha modificado el art. 4.2 del Real Decreto Legislativo 1/2013
para limitar los efectos de la equiparación entre el previo reconocimiento de una incapacidad permanente y
el de un grado de discapacidad del 33%, con consecuencias potenciales que no nos corresponde abordar en
este caso.»

Por otra parte, la Dirección General competente en materia de personas con discapacidad elevó consulta al
Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública acerca de la interpretación de la normativa
vigente en esta materia. La respuesta emitida considera que la equiparación prevista en la legislación sobre
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discapacidad respecto  de  determinadas  situaciones  de incapacidad  permanente  no resulta  aplicable al
acceso  al  empleo  público  al  encontrase  esta  materia  sometida  a  regulación  específica,  descartando  la
posibilidad de asimilación automática de las situaciones de incapacidad permanente total, absoluta y gran
incapacidad y la condición de persona con discapacidad a los efectos de acceso al empleo público por el
cupo de personas con discapacidad.

En efecto, dicha interpretación parte de la consideración de que el artículo 4.2 del texto refundido de la Ley
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, delimita expresamente los
ámbitos  en  los  que  despliega  efectos  la  equiparación  entre  determinadas  situaciones  de  incapacidad
permanente y la condición de persona con discapacidad. Asimismo, pone de relieve que los artículos 37.3 y
42.2 de la citada Ley disponen expresamente que el acceso al empleo público y la reserva de plazas para
personas con discapacidad se regirán por la normativa reguladora de dicha materia,  sin establecer una
equiparación automática entre incapacidad permanente total y discapacidad a efectos de acceso al empleo
público.

De conformidad con cuanto antecede, la determinación de los requisitos exigibles para participar en los
procesos selectivos por el  turno reservado a personas con discapacidad debe efectuarse conforme a la
normativa  específica  reguladora  del  acceso  a  la  función  pública  y  a  las  bases  de  las  correspondientes
convocatorias, sin que el reconocimiento de una situación de incapacidad permanente determine, por sí
solo, el cumplimiento de dichos requisitos.

A la vista de la regulación vigente, la doctrina jurisprudencial expuesta y la interpretación efectuada por los
órganos de la Administración General de Estado de la regulación contenida en los artículos 4, 37 y 42 del
texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, se
considera procedente revisar el criterio recogido en la Instrucción 5/2025, con la finalidad de garantizar una
aplicación homogénea  de  la  normativa  reguladora  del  acceso al  empleo público,  reforzar  la  seguridad
jurídica y adecuar la actuación administrativa al marco jurídico aplicable.

Todo  ello  debe  realizarse  con pleno  respecto  a  las  situaciones  jurídicas  consolidadas y  a  los  procesos
selectivos  ya  convocados,  de  conformidad  con  los  principios  de  seguridad  jurídica,  confianza  legítima,
igualdad de trato y vinculación a las bases de la convocatoria.

En virtud de las competencias atribuidas por el artículo 8.2.h) del Decreto 164/2022, de 9 de agosto, por el
que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Justicia, Administración Local y Función Pública,
la Secretaría General para la Administración Pública dicta la siguiente: 

INSTRUCCIÓN

Primera.-Dejar sin efecto la Instrucción 5/2025.

Queda sin efecto la Instrucción 5/2025, de la Secretaría General para la Administración Pública, sobre la
aplicación de criterios relativos al acceso por el turno de discapacidad derivado de incapacidad permanente
total.
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Segunda.- Criterio aplicable a las futuras convocatorias.

Los requisitos exigibles para participar en los procesos selectivos por el turno reservado a personas con
discapacidad  cuya  convocatoria  se  publique  con  posterioridad  a  la  entrada  en  vigor  de  la  presente
Instrucción, se determinarán conforme a la normativa específica reguladora del acceso a la función pública
y a las bases de las correspondientes convocatorias.

Tercera.-Procesos selectivos en tramitación.

Los procesos selectivos cuyas convocatorias hubieran sido publicadas con anterioridad a la entrada en vigor
de la presente Instrucción continuarán rigiéndose por las bases que les resulten de aplicación.

La  presente  Instrucción  será  de  aplicación  exclusivamente  a  las  convocatorias  que  se  publiquen  con
posterioridad a su entrada en vigor.

Cuarta.-Efectos.

La presente Instrucción producirá efectos desde el día siguiente al de su firma.

EL SECRETARIO GENERAL
PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.
Fdo.: Arturo E. Domínguez Fernández
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